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1. ANTECEDENTES. 

1.1. Introducción. Objetivos y expectativas. 

La Ley 3/2019, de 22 de julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma 

de Andalucía para el año 2019 establece en su Disposición adicional 

vigesimonovena que “la Consejería competente en materia de Hacienda, a 

propuesta de la Intervención General de la Junta de Andalucía, procederá a la 

contratación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 96 del Texto Refundido 

de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, de firmas 

privadas de auditoría, bajo su supervisión y control, con el objeto de desarrollar 

una auditoría operativa y de análisis de eficacia, eficiencia y economía, de 

acuerdo con las normas de auditoría del sector público, que abarque la 

totalidad del sector público instrumental, en un plazo de hasta dos años de 

duración y con resultados progresivos, dependiendo del tamaño y alcance, 

desde los nueve meses contados a partir de su inicio”. 

La Disposición adicional trigésima de la citada ley, por otra parte, 

establece que “El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta 

conjunta de la Consejería competente en materia de Regeneración y de la 

Consejería competente en materia de Administración Pública, y previo informe 

del grupo de trabajo que evalúe las entidades instrumentales de la 

Administración de la Junta de Andalucía, procederá a la aprobación de un plan 

de reordenación del sector público instrumental en el plazo de doce meses, en 

el que se proceda a una disminución generalizada de las entidades existentes 

en el mismo y a la adecuación de las que se mantengan o reestructuren. (…)”. 

Al hilo de lo anterior, con fecha 21 de octubre de 2019 se resuelve por la 

entonces Consejería de Hacienda, Industria y Energía (actualmente Consejería 

de Hacienda y Financiación Europea), iniciar el expediente administrativo 

para la contratación del “Servicio de auditoría operativa del sector público 

instrumental de la Junta de Andalucía” (Exp. 2019/556630 (SGT100/19)). Así, 

y de acuerdo con el apartado 2.1 de la memoria justificativa que sustenta el 

citado expediente, con la ejecución del contrato que se licita, se pretende dar 
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cumplimiento al mandato parlamentario expresado anteriormente y servir, en 

particular, a la elaboración del Plan de Reordenación del Sector Público 

Instrumental, facilitando la adopción de medidas orientadas a la búsqueda de 

una mayor eficiencia en la prestación de los servicios públicos, la eliminación de 

duplicidades y el logro de sinergias entre entidades que tengan objetos sociales 

o finalidades similares. 

 

1.2. Objeto del contrato. Alcance subjetivo, objetivo y temporal. 

OBJETO DEL CONTRATO: 

El Apartado Primero del Pliego de Prescripciones Técnicas (en adelante, 

PPT) establece que el Objeto del Contrato, consiste en llevar a cabo, bajo la 

supervisión y control de la Intervención General de la Junta de Andalucía (IGJA), 

en la persona de los funcionarios designados por ésta, auditorías operativas y 

por tanto de sistemas o procedimientos y análisis de eficacia, eficiencia y 

economía en la gestión de los recursos públicos realizada por las entidades del 

Sector Público Instrumental de la Administración de la Junta de Andalucía. 

 

ALCANCE OBJETIVO: 

En cuanto al ámbito objetivo, el artículo 93 del TRLGHPJA define la 

auditoría operativa como aquélla “que consistirá en verificar que los 

procedimientos aplicados aseguran de manera razonable el cumplimiento de la 

normativa aplicable y la consecución de la eficacia, eficiencia economía en la 

gestión de los recursos públicos”. 

Con base en dicha definición cabe establecer el siguiente alcance: 1. 

Auditoría de sistemas o procedimientos; 2. Análisis de eficacia; 3. Análisis de 

eficiencia; 4. Análisis de economía. 
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ALCANCE SUBJETIVO: 

Con base en la relación de tipos de entidades instrumentales a tomar en 

consideración para el Plan de Reordenación del Sector Público Instrumental al 

que hace referencia la Disposición Adicional 30ª de la Ley de Presupuestos de 

2019, serán objeto de la presente Auditoría Operativa las siguientes entidades 

instrumentales: 

• Fundaciones del Sector Público Andaluz. 

• Sociedades Mercantiles del Sector Público Andaluz. 

• Agencias Públicas Empresariales. 

• En lo que se refiere a las agencias de régimen especial, se han incluido 

las dos con mayor presupuesto y con un mayor riesgo de auditoría, que 

son el Servicio Andaluz de Empleo (SAE) y la Agencia de Gestión Agraria 

y Pesquera de Andalucía (AGAPA). 

Traer a colación, en relación con el SAE, que al margen del alcance 

objetivo anteriormente detallado, se realizarán otros trabajos consistentes en 

verificar que el procedimiento de integración contable de las cesiones globales 

de activos y pasivos de los Consorcios Escuelas de Formación para el Empleo 

en el SAE se ha ajustado a las normas aprobadas por la Intervención General 

de la Junta de Andalucía, con fecha 12/05/2016, dictadas en el “Protocolo de 

integración contable de los consorcios de formación en la Junta de Andalucía en 

el Servicio Andaluz de Empleo (SAE)”, y el análisis jurídico y económico del 

personal integrado en el SAE distinto al personal funcionario y laboral propio de 

la Administración de la Junta de Andalucía. 

No serán objeto de auditoría las entidades cuya situación jurídica o de 

hecho convierta en innecesario su estudio por estar en proceso de disolución, 

inactividad o situaciones similares. 

En definitiva, son objeto de análisis un total de 54 Entidades 

Instrumentales, que atienden a la siguiente naturaleza: 
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Entidades Instrumentales Nº 

Fundaciones del SPI 18 

Sociedades Mercantiles del SPI 16 

Agencias Públicas Empresariales 18 

Agencias de Régimen Especial (SAE y AGAPA) 2 

Total Entidades Objeto de Análisis 54 

 
 

ALCANCE TEMPORAL: 

El Apartado Segundo del PPT, establece, que en principio el "análisis se 

referirá al último ejercicio cerrado (2018). No obstante, es probable que, para la 

ejecución del contrato, en el estudio de ratios, índices, referencias y otras 

magnitudes sea necesario ver la evolución de series temporales referidas a más 

de un año, por lo que el ámbito temporal no se puede circunscribir a un periodo 

determinado. Por tanto, este ámbito se especificará en cada caso y en cada 

análisis o, incluso, en cada indicador que se utilice". 

Respecto al ámbito temporal para el SAE dicho periodo de análisis 

abarcará desde la integración contable de los Consorcios de Formación para el 

Empleo o del personal distinto al funcionario o laboral de la Administración de la 

Junta de Andalucía, hasta la fecha de finalización de los trabajos de campo. 
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1.3. Procedimiento de adjudicación y tramitación del expediente. 

De acuerdo con el artículo 131 de la LCSP existen dos procedimientos ordinarios 

de adjudicación del contrato. En este caso, teniendo en cuenta el tipo de servicio 

que se quiere cubrir, se ha optado por el procedimiento abierto, utilizándose para 

la selección del contratista diversos criterios que garantizarán la mejor relación 

calidad-precio, conforme al artículo 145 de la LCSP. En este caso se ha 

descartado el procedimiento restringido al no concurrir las circunstancias del 

artículo 160.4 de la LCSP para su utilización. 

Para la tramitación del expediente, y de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 99 de la LCSP, se ha procedido a su división en lotes. En este sentido, 

se han agrupado las entidades objeto de la auditoría por tipo de actividad, grupos 

empresariales o de adscripción, así como en función de otros criterios para dar 

cierta homogeneidad a cada uno de los 16 Lotes. 

Por otro lado, se ha impuesto en el PCAP que ninguna empresa o grupo 

de empresas licitadoras pueda resultar adjudicataria de más de cuatro lotes. En 

caso de que una empresa o grupo de empresas obtuviera la máxima puntuación 

en más de cuatro lotes, se le adjudicarían aquellos lotes que tuvieran mayor 

importe de adjudicación. Con esta medida se ha pretendido favorecer el buen 

desarrollo de las auditorías y primar su eficacia y buena administración además 

de fomentar la participación de diferentes firmas en los trabajos de auditoría 

favoreciendo la riqueza de enfoques y la comparación de distintas soluciones 

técnicas. 
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CRONOLOGÍA DEL EXPEDIENTE. PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN. 

- 21/10/2019. Se resuelve por la entonces Consejería de Hacienda, Industria y 

Energía (actualmente Consejería de Hacienda y Financiación Europea), iniciar el 

expediente administrativo para la contratación del “Servicio de auditoría operativa del 

sector público instrumental de la Junta de Andalucía“ (Exp. 2019/556630 

(SGT100/19)). 

- 26/11/2019. El Gabinete de la Junta de Andalucía emite informe sobre el 

Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares (en adelante, PCAP) para la 

contratación del servicio indicado. 

- 29/11/2019. Fiscalización del gasto realizada por el Interventor Delegado de 

la entonces Consejería de Hacienda, Industria y Energía, aprobándose el gasto 

con cargo a la partida presupuestaria 1100010000 G/61E/22706/00 01. 

Aprobación del expediente de contratación por la Secretaría General Técnica 

(SGT) de la citada Consejería. 

- 4/12/2019. Inicio de la licitación del contrato, mediante convocatoria publicada 

en el Diario Oficial de la Unión Europea y en el Perfil de Contratante de la Junta 

de Andalucía. 

- 20/06/2020. Vista la tramitación del expediente, se procede a dictar las 

Resoluciones de Adjudicación correspondientes a los 16 Lotes. Las empresas 

adjudicatarias se detallan a continuación: 

• UTE PRICEWATERHOUSECOOPERS ASESORES DE NEGOCIOS, S.L., 

PRICEWATERHOUSECOOPERS AUDITORES, S.L. Y LANDWELL 

PRICEWATERHOUSECOOPERS TAX & LEGAL SERVICES, S.L.,(en 

adelante UTE PWC): LOTES 8, 10, 12, 16. 

• ERNST & YOUNG, S.L: LOTES 2, 6, 9, 11. 

• ACCENTURE, S.L : LOTES 4, 13 

• DELOITTE ADVISORY, S.L.: LOTES 5, 7, 14. 

• UTE CREMADES & CALVO SOTELO – NOVOTEC: LOTES 1, 15. 

• GRANT THORNTON, S.L.P. : LOTE 3. 

- 16/07/2020 (27/07/2020 para los Lotes adjudicados a la UTE PWC). 

Formalización de los contratos. Cada uno de los 16 Lotes en los que se divide 

el expediente se constituye en un contrato. Cada contrato tendrá un 

responsable que será un funcionario propuesto por la Intervención General 

(Interventores) y nombrado por el órgano de contratación (SGT). Al día 

siguiente de la firma de los contratos, se inicia el plazo de ejecución de los 

mismos. 
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1.4. Desarrollo de los trabajos. 

Tal como se detalla en el Apartado Cuarto del PPT, las fases de ejecución del 

contrato son las siguientes: 

1. Planificación: Esta fase consiste en la recopilación de información 

previa a la ejecución de la auditoría. En ésta se determina el alcance que se dará 

para cada entidad a la auditoría operativa, indicando en qué aspectos se 

centrará. También debe incluir el programa de trabajo a realizar en cada entidad 

y una programación definitiva de las actuaciones a realizar con fechas previstas 

de finalización, siempre dentro del plazo establecido por entidad. Esta 

documentación se remitirá al director de las actuaciones para su conformidad. 

2. Ejecución del trabajo de campo, elaboración del memorando inicial, 

informe provisional y puesta a disposición de la entidad auditada. Una vez 

realizados los documentos señalados en la fase anterior, se ejecutará el trabajo 

de campo, aplicando el programa de trabajo realizado para cada entidad, 

recabando todos los datos precisos para su ejecución y realizando cuantas 

pruebas sean necesarias. Después se analizarán los resultados en un 

memorando que culminará con el informe provisional. Una vez realizado este 

informe provisional se pondrá a disposición del director de los trabajos para que 

preste su conformidad. Una vez dada ésta, se procederá a la firma de este 

informe que se remitirá a esta Intervención General, que a su vez lo enviará a la 

entidad auditada para que el plazo de 10 días haga las alegaciones que estime 

oportunas. 

3. Análisis de alegaciones y elaboración del informe definitivo. 

En cuanto al plazo de desarrollo de los trabajos, éste depende del 

número de horas de auditoría necesarias para su ejecución conforme se detalla 

en el Anexo I.3 del PCAP. Con base en el mismo, se dividen las entidades en 3 

grupos diferenciados: 

• Entidades con un plazo máximo de ejecución de 6 meses, debiendo 

entregar los documentos de planificación en el plazo de 3 meses desde la 

firma del contrato. 
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• Entidades con un plazo máximo de ejecución de 4 meses, debiendo 

entregar los documentos de planificación en el plazo de 2 meses desde la 

firma del contrato. 

• Entidades con un plazo máximo de ejecución de 3 meses, debiendo 

entregar los documentos de planificación en el plazo de 1 mes desde la 

firma del contrato. 

Atendiendo al citado Anexo, no está prevista la posibilidad de 

prórroga del contrato. 

En cuanto al régimen de abono del precio, el PCAP fija que la 

forma de pago del precio se establecerá atendiendo a los siguientes hitos 

de entregas parciales: 

• El primero tras la entrega de los Memorandos de planificación y 

posterior conformidad del director de los trabajos (responsable de Lote). 

Para la ejecución de estas tareas se entiende que se necesita al menos el 

20% del esfuerzo total, por lo que se abonará el 20% del importe por Lote. 

• A la finalización de los trabajos, previa entrega de la documentación 

prevista en el Presupuesto y del informe final de cada entidad, con la 

conformidad del director de los trabajos, se abonará el resto, es decir, el 

80% del importe por Lote. 

Finalmente, conforme al Apartado 5 del PPT, se deberá remitir a la 

Intervención General, junto con el Informe Definitivo, “en formato electrónico, los 

papeles de trabajo debidamente ordenados y referenciados y relacionados con 

un índice. Los Programas de trabajo deberán ser firmados por el jefe de equipo 

responsable de la auditoría.” 
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DESARROLLO DE LOS TRABAJOS. 

-17/07/2020. Reunión de Lanzamiento del Proyecto por la Comisión de 

Seguimiento constituida al efecto. 

• Definición consensuada con los auditores del alcance de la Planificación 

Estratégica. 

• Remisión a las Entidades Instrumentales de los Oficios de Inicio de 

Actuaciones y solicitud de designación de interlocutores. 

- Semanas del 17/07/2020 al 31/07/2020. 

• Presentación por parte de las empresas adjudicatarias del equipo de 

trabajo adscrito a cada Lote adjudicado. 

• Primera reunión entre Responsables de cada Lote (IGJA) y los 

coordinadores de Lotes de cada empresa adjudicataria. 

• Aportación de documentación por la Intervención General a los auditores. 

• Primeras reuniones de toma de contacto entre auditores y entidades. 

Solicitud de información adicional y agenda de nuevas entrevistas. 

- Meses de agosto y septiembre de 2020. Primer Hito de ejecución del contrato: 

Memorando de Planificación. Las empresas adjudicatarias remiten el 

Memorando de Planificación, por cada entidad a auditar, en los plazos previstos 

en los Pliegos (1, 2 y 3 meses a contar desde el día siguiente a la formalización 

de los contratos). El citado Memorando de Planificación consta de la siguiente 

información: 

• Alcance de los Trabajos. 

• Programa de Trabajo. 

• Programación/Planificación. Cronograma. 

• Resumen Ejecutivo. 

Tras ser objeto de revisión por los responsables de Lotes (IGJA) se presta 

formalmente la conformidad a los mismos (Mes de octubre de 2020). Los 

Memorandos de Planificación, firmados por el Socio Director de los trabajos 

designado en cada firma auditora, son remitidos nuevamente a la Intervención 

General. Se inicia a continuación, la Fase 2º “Ejecución”. 

- Presentación, por parte del contratista, de la factura correspondiente al 20% del 

importe del contrato. Revisada por la IGJA, se procede a prestar la conformidad 

a la misma, según los Lotes, entre finales de octubre y mediados de diciembre de 
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2020. Tras contactar con el Servicio de Contratación de la Consejería de Hacienda 

y Financiación Europea, se constata que, a 31/12/2020, se había procedido a 

facturar y abonar la cuantía de 396 miles de euros, correspondientes al 20% de 

13 de los 16 Lotes (los restantes se facturan y abonan a principios de enero de 

2021). 

- Meses de noviembre y diciembre de 2020. Segundo Hito de ejecución del 

contrato: Informe Provisional. Las empresas adjudicatarias remiten los 

Informes Provisionales de las distintas entidades en las siguientes fechas, 

atendiendo a los plazos máximos de ejecución previstos: 

• Entidades con Plazo de Ejecución de 3 meses: entre la 2º quincena de 

octubre y 1º quincena de noviembre de 2020. Tras la realización de 

observaciones por parte de los responsables de Lote, la IGJA presta 

formalmente su conformidad, con carácter general, entre la 2º quincena de 

Noviembre y la 1º quincena de diciembre. 

• Entidades con Plazo de Ejecución de 4 meses: 2º quincena de noviembre. 

Tras la realización de observaciones por parte de los responsables de Lote, 

la IGJA presta formalmente su conformidad, con carácter general, entre la 

2º quincena de Diciembre y la primera semana de enero de 2021. 

• Entidades con Plazo de Ejecución de 6 meses: entre la 2º quincena de 

Diciembre y 1º quincena de enero de 2021. Tras la realización de 

observaciones por parte de los responsables de Lote, la IGJA presta 

formalmente su conformidad, con carácter general, durante el mes de 

enero de 2021. 

El citado Informe Provisional ha de seguir el modelo que, desde la Intervención 

General, se facilitó a cada una de las empresas adjudicatarias con fecha 28 de 

Septiembre de 2020, ajustándose, en todo caso, a la estructura fijada en el 

Apartado Quinto del PPT: 

• Introducción. 

• Descripción de la Entidad. 

• Objetivo, alcance y procedimientos de auditoría. 

• Resultados detallados de la auditoría. 

• Conclusiones. 

Además de este documento, se ha de entregar un informe ejecutivo con los temas 

que el contratista entienda de mayor interés. 
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- Tras la conformidad por la IGJA y una vez recibidos los informes firmados por el 

Socio Director, son remitidos a las distintas entidades para que, en un plazo 

improrrogable de 10 días hábiles, formulen las alegaciones que consideren 

pertinentes. Las alegaciones son canalizadas por la IGJA, para que, una vez 

recibidas, sean objeto de estudio tanto por los Responsables de Lote como por la 

firma auditora. 

- Tercer Hito de Ejecución del contrato: Informe Definitivo. Las empresas 

adjudicatarias remiten los Informes Definitivos, incorporando su análisis a las 

alegaciones formuladas por las entidades, entre finales de enero y marzo de 2021. 

El citado Informe Definitivo ha de seguir el modelo que desde esta Intervención 

se facilitó a cada una de las entidades adjudicatarias con fecha 28 de septiembre 

de 2020, con una estructura idéntica al informe provisional (Apartado Quinto del 

PPT), añadiéndose un punto de análisis de alegaciones formuladas por la entidad, 

así como un anexo con éstas. Este informe también se acompañará de un informe 

ejecutivo con los temas que la contratista entienda de mayor interés. Además, y 

si se hubiese recogido en la oferta para su valoración, acreditación de que se han 

aplicado todos los procedimientos que garantizan la calidad de los trabajos 

realizados. 

Tras reuniones mantenidas entre las empresas adjudicatarias y los Responsables 

de Lote (IGJA), a efectos de aclarar determinados extremos de los borradores de 

informes, se presta la conformidad a los mismos, entre los meses de marzo y abril 

de 2021. A continuación son remitidos de nuevo a la IGJA firmados por los Socios 

Directores de cada firma de auditoría. 

- Recepción de los Papeles de Trabajo conforme al Apartado 5 del PPT. 

Durante el mes de mayo, las distintas empresas adjudicatarias proceden a 

entregar, en la sede de la Intervención General y en formato electrónico, los 

Papeles de Trabajo soporte de la auditoría realizada a cada entidad. 

- Una vez revisada la documentación completa que integra los Papeles de 

Trabajo, los Responsables de Lote (IGJA) comprueban si la misma constituye 

evidencia suficiente y adecuada de las pruebas realizadas conforme al 

Memorando de Planificación. Igualmente se verifica la coherencia necesaria con 

el resto de informes con el fin de que puedan obtenerse conclusiones globales 

respecto a la totalidad de entidades instrumentales objeto de revisión. Tras dicho 

proceso de revisión, se formulan observaciones a las siguientes entidades: 

Agencia Andaluza de Instituciones Culturales (Lote 1); Verificaciones Industriales 

de Andalucía, S.A. (Lote 2); Canal Sur Radio y Televisión, S.A. y Agencia Pública 
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Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA) (Lote 11), demorándose 

en consecuencia la conformidad definitiva a los trabajos realizados. 

- Recepción de los Informes Definitivos con Observaciones a los Papeles de 

Trabajo: 

• Agencia Andaluza de Instituciones Culturales (AAIICC). 01/07/2021. 

• Verificaciones Industriales de Andalucía, S.A. (VEIASA): 22/06/2021. 

• Canal Sur Radio y Televisión, S.A. y Agencia Pública Empresarial de la 

Radio y Televisión de Andalucía (RTVA): 28/06/2021. 

- Mediante conformidad otorgada por cada empresa adjudicataria, firmada por 

el Socio Director, se dan por definitivos los trabajos de auditoría realizados 

sobre cada entidad. Con excepción hecha a los Lotes adjudicados a la UTE PWC 

(Lotes 8, 10, 12, 16), el resto de firmas de auditoría han prestado su conformidad 

en la 1º quincena de Julio. 

- En paralelo, se están tramitando, desde el Servicio de Contratación de la 

Consejería de Hacienda y Financiación Europea, la facturación 

correspondiente al 80% restante de cada Lote junto al Acta de Recepción del 

contrato. 
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2. SITUACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO INSTRUMENTAL SEGÚN LAS 

AUDITORÍAS. 

El Sector Público Instrumental Andaluz consta de 92 entidades: 10 agencias 

administrativas, 18 agencias públicas empresariales, 3 de régimen especial, 16 

consorcios, 23 fundaciones y 22 sociedades mercantiles. (Hay otros 240 entes 

en los que la Junta tiene una participación que no es mayoritaria, por lo que no 

se incluyen dentro del considerado sector público andaluz). 

Se han realizado auditorías de 54 de esos 92 entes, que han servido para 

constatar que, a lo largo de las últimas décadas, la Junta de Andalucía ha ido 

desarrollando una superestructura administrativa paralela que se ha 

incrustado en la organización autonómica provocando solapamientos 

funcionales que incluso han llegado a sedimentar y que, a día de hoy, dificultan 

el cumplimiento de los propios fines de la Administración regional. 

El Gobierno de Andalucía, al encargar estos informes al inicio de la 

presente Legislatura, quería disponer de un primer diagnóstico técnico que 

permitiera identificar los fallos estructurales del Sector Público Instrumental, así 

como sus ventajas, en cuanto a la posible agilidad de ciertos procedimientos o 

la prestación de servicios básicos esenciales. Un análisis riguroso despojado de 

prejuicios que permitiera avanzar sobre lo útil y necesario, prescindiendo de todo 

aquello que no lo es. 

En este sentido, el trabajo de los auditores va a ser una herramienta 

fundamental para poder analizar todos los aspectos mejorables y tomar 

decisiones que permitan racionalizar y simplificar el gigantesco 

organigrama preexistente. 

Las conclusiones de los informes son opiniones, indicaciones y 

recomendaciones de auditores privados y, por tanto, deben someterse al 

análisis exhaustivo de factibilidad y de oportunidad por parte de las 

Consejerías de adscripción de los entes analizados. Asimismo, es preciso hacer 

constar que la situación en la que se encuentran los entes auditados proviene 

de una gestión de gobiernos anteriores al actual. 
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El resultado de las auditorías apunta a una serie de rasgos comunes que 

se pueden abordar desde cuatro perspectivas: 

 

2.1. Duplicidad de funciones y competencias. 

Algunos informes dejan patente la duplicidad de funciones y competencias:  

a) entre algunos entes;  

b) entre algunos entes y la Consejería de la que dependen;  

c) entre entes y otras Consejerías ajenas a los mismos. 

A modo de ejemplo, la auditoría de la Escuela de Salud Pública SA 

desvela que durante años cristalizó una duplicidad de competencias en el área 

de formación con la Fundación Progreso y Salud, dependiente de la antigua 

Consejería de Salud, y el Instituto Andaluz de Administración Pública, 

dependiente de la anterior Consejería de la Presidencia. 

Este mismo sistema de doble gestión se ha detectado en las funciones 

que ha llevado a cabo desde su creación la Empresa Pública de Gestión de 

Activos (Epgasa), dependiente por entonces de Economía, que han podido ser 

desarrolladas en todo momento por la Dirección General de Patrimonio, adscrita 

a la Consejería de Hacienda. 

En cuanto a la Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía 

(Agapa), dependiente de la actual Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca 

y Desarrollo Sostenible, se consolidó, durante un largo periodo, un solapamiento 

sistémico con la propia Consejería que repercutió en la tramitación de ayudas. 

Al mismo tiempo, la auditoría de este organismo alerta de que los sucesivos 

responsables de Agricultura externalizaron de manera frecuente actividades en 

las que la propia Agapa tenía competencias.  

Los informes dejan constancia también de que la Agencia de Medio 

Ambiente y Agua (Amaya) se ocupó de actividades hidráulicas o en espacios 

protegidos duplicadas con la Consejería de la que dependía (Agricultura).  
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Por último, la auditoría de Canal Sur Radio y Televisión SA detecta 

duplicidades con la RTVA y lo mismo detalla de la Agencia Fundación Audiovisual 

Pública Andaluza (AVA), por lo que recomienda su fusión en una única sociedad 

mercantil. 

 

2.2. Deficiencias en la gestión. 

Los auditores son prolijos en este punto. En la Agencia de Innovación y 

Desarrollo de Andalucía (IDEA) se advierte de 7,8 millones de euros de los 

fondos europeos Feder que ha habido que descertificar por irregularidades 

en el gasto. También se pone el foco sobre el Servicio Andaluz de Empleo 

(SAE), por obligaciones con antiguos acreedores de los consorcios integrados: 

no constan pagos en el período 2016 a 2018.  

En Soprea (la Sociedad para la Promoción y Reconversión Económica de 

Andalucía, prácticamente sin actividad a día de hoy pero que fue clave en las 

políticas industriales de la Junta durante las décadas de los 80 y 90) se alerta, 

además de la alta morosidad, de la falta de control a la hora de comprobar si 

los solicitantes de fondos se encuentran en listas inhabilitantes de sancionados. 

A la luz de estos informes, se comprenden mejor las dificultades para 

reintegrar al erario público los fondos mal empleados en la historia 

autonómica reciente. 

Existen entidades sin capacidad para planificar. Inturjoven, por ejemplo, 

no dispone de fondos para realizar las inversiones millonarias que a corto, medio 

y largo plazo requiere su red de albergues. Y la Red de Villas Turísticas de 

Andalucía contabiliza pérdidas anuales de 2 millones de euros cuando, en el 

momento en que se encargaron las auditorías, había decisiones sobre la mesa 

desde 2015 sin adoptar. De las cuatro cerradas, la única explotable es la de 

Fuenteheridos (Huelva) pero requiere una inversión de 2,5 millones, que 

resultaría actualmente inasumible para la Red. 

Otro ejemplo de caos organizativo preexistente se encuentra en Agapa: 

aparte de una red de laboratorios sobredimensionada con precios 
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desactualizados que no llegan a cubrir ni el gasto del servicio, se han detectado 

inversiones elevadas sin explotar. En concreto, se señala que en la Estación 

Enológica de Montilla (Córdoba) se instalaron placas fotovoltaicas que no están 

operativas, al igual que la propia Estación. 

También hay ejemplos de mala organización en la gestión de bienes y 

activos. Para la misma Agapa se aconseja asesoramiento profesional 

especializado para gestionar su cartera, cifrada en unos 9 millones de euros pero 

que en 5 años ha perdido un 28% de su valor. Se recomiendan enajenaciones 

directas a través de la Dirección General de Patrimonio, recomendación que se 

hace extensiva a la agencia Amaya por la deficiente gestión de las sociedades 

participadas. Igualmente, respecto a la Agencia Pública de Puertos de Andalucía 

(APPA), se subraya que dispone aún de un considerable número de metros 

cuadrados sin explotación. 

Finalmente, se destaca el caso del Servicio Andaluz de Empleo (SAE). En 

2018 el 70,4% de los demandantes no recibió ofertas de trabajo a través del 

SAE, que sólo gestiona el 3% de las contrataciones en Andalucía. De hecho, 

el compromiso expreso de legislatura de la Consejería de Empleo, Formación y 

Trabajo Autónomo es el de romper con esta inercia y transformar este Servicio 

para “llevarlo al siglo XXI”, examinando por vez primera la eficiencia de las 

políticas de empleo reactivadas. 

 

2.3. Recursos humanos. 

Es recurrente en las distintas auditorías la referencia a problemas 

competenciales del personal adscrito a la mayoría de las entidades analizadas. 

Esto no resulta sorprendente, teniendo en cuenta que tal caos organizativo en 

el Sector Público Instrumental andaluz hace que su personal se rija por 66 

convenios colectivos distintos, 43 propios y 23 sectoriales. 

Así, respecto de la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales, los 

auditores subrayan el riesgo de que algunos empleados que no son funcionarios 

pudieran ejercer potestades o tramitar subvenciones que sólo puede realizar ex 
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lege un funcionario. Para la Relación de Puestos de Trabajo (RPT) de Agapa, se 

pide integración para cubrir los puestos que requieren ejercicio de potestades 

administrativas.  

Algunos de los entes instrumentales auditados registran una altísima 

litigiosidad laboral contra la propia Administración autonómica. Es el caso 

de Cetursa Sierra Nevada SA, donde cuatro convenios han favorecido 

históricamente irregularidades en la contratación temporal.  

Especialmente llamativo resulta el caso del SAE: mientras que su papel 

como intermediador para resolver la situación de los andaluces en desempleo 

ha sido muy ineficiente (realizaba 12 ofertas de empleo por cada 1.000 

demandantes de media en 2018), sí ha servido para resolver el horizonte laboral 

de todos los ex trabajadores de la Faffe (la extinta Fundación Andaluza Fondo 

de Formación y Empleo); de los ex UTEDLT (al menos 337 de sus empleados, 

el 55%, han sido incorporados tras sentencias firmes de anulación de despido); 

el personal de las escuelas consorcio (con irregularidades detectadas por los 

auditores en las de Benalmádena y La Cónsula, y advirtiendo los auditores que 

las tablas salariales del Centro Andaluz de Formación Integral de las Industrias 

del Ocio-CIOMijas no provienen de convenio o acuerdo colectivo y que pueden 

considerarse nulas por carecer de informe previo); los promotores de empleo; 

los MEMTA y la plantilla que quedaba de las antiguas unidades de orientación.  

Así las cosas, hasta 14 convenios colectivos diferentes rigen dentro del 

SAE, por lo que el informe recomienda implantar un catálogo de puestos de 

trabajo con base en un análisis funcional y evaluando la consecución de 

objetivos. 

En el análisis crítico de los convenios se señala también el del Infoca 

dentro de la agencia Amaya: por horas extras y descansos acumulados en 

temporada alta, la capacidad del Plan se ve limitada en épocas de riesgo medio 

y bajo de incendios que es cuando se realizan los trabajos preventivos. Cada 

año que pasa la superficie cubierta es menor. 
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En Sandetel (Sociedad Andaluza para el Desarrollo de las 

Telecomunicaciones SA) se advierte del riesgo de haber incurrido en cesión 

ilegal de trabajadores, ya que tradicionalmente ha tenido en sus instalaciones a 

personal contratado por terceras empresas prestando servicios con continuidad.  

También llama la atención los sueldos por encima de la media del 

mercado en varios de los entes analizados, lo que rebate su obligada eficiencia. 

Es el caso de en la Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (AVRA).  

Otro ejemplo lo constituye la Agencia Pública Andaluza de Educación 

(APAE), donde se ha comprobado que personal laboral está recibiendo 

retribuciones superiores a las que corresponderían a funcionarios, con pluses 

que no responden a una base directamente vinculada por el desempeño laboral. 

En la Fundación San Juan de Dios de Lucena el gasto de personal está 20 

puntos por encima de la media de los 50 grupos empresariales más relevantes 

del sector. 

Por último, hay que reseñar los casos de Inturjoven y la Red de Villas 

Turísticas de Andalucía, incapacitadas como se ha visto en el punto 2 para llevar 

a cabo las inversiones que precisan.  

La primera tiene un elevado coste de personal, por encima de los rangos 

de referencia del sector en la mayoría de albergues, y eso que la red tiene ya 8 

de las instalaciones cerradas (6 en el último año) y hasta un terreno cedido en 

Mijas que genera anualmente un gasto de 16.500 euros. En la Red de Villas 

turísticas también se certifican salarios medios ligeramente por encima de la 

media del sector turístico y hotelero. 

 

2.4. Utilidad pública. 

Las auditorías refrendan la utilidad pública y relevancia de algunas agencias y 

fundaciones en las que se evidencia la prestación de un servicio público 

importante y necesario. Pero también notifican la existencia de entes que podrían 

ser extinguidos o integrados en otros, por falta de actividad o por no cumplir los 

objetivos que se marcaron para su creación.  
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Ejemplo en positivo es la Agencia Andaluza de la Energía, a la que 

considera un ente idóneo puesto que las Consejerías a las que está actualmente 

adscrita (Presidencia, Administración Pública e Interior y Hacienda y 

Financiación Europea) no podrían asumir sus competencias. Su carácter 

instrumental le permite actuar tanto desde la perspectiva del derecho público 

como del privado. Posee un alto nivel de cualificación y se concibe como el 

agente idóneo para la gestión de los fondos europeos Next Generation.  

Es el caso también de la Fundación Pública Andaluza Baremboim-Said, 

de la que se destaca que cuenta con una demanda a considerar porque 

demuestra no sólo la calidad y el valor de sus actividades, sino también el retorno 

de la inversión. 

Igualmente se considera relevante y beneficiosa la existencia de las 

distintas fundaciones provinciales para la investigación sanitaria dado que 

permiten la concurrencia a convocatorias de ayudas de forma independiente y 

separada, lo que aumenta las posibilidades de éxito en la consecución de fondos 

públicos para obtener financiación. 

Pero los informes también plasman la existencia de entes y fundaciones 

que durante años o bien no han desarrollado actividad alguna, o bien no cumplen 

su fin como ente público o bien no responden a sus objetivos fundacionales. Los 

técnicos certifican que estas situaciones se han perpetuado en el tiempo, lo que 

ha provocado un aumento injustificado y descontrolado del sector público 

instrumental andaluz. 

En estos casos, los auditores plantean la disolución o integración en la 

estructura a la Consejería adscrita como solución frente a este engorde artificial 

de la Administración ejecutado en etapas previas a la actual. 

Como caso paradigmático, los auditores subrayan el Parque de 

Innovación Empresarial Sanlúcar la Mayor, del que se ha constatado que no ha 

tenido actividad desde hace años y en sus terrenos en propiedad de 156.750 

metros cuadrados no se ha instalado ninguna empresa.  
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También podría tomarse como ejemplo de ello, a tenor de las auditorías, 

la Fundación Doñana 21, que ha explotado de manera ineficiente el Bosque 

Solar con el que cuenta. De hecho, los informes confirman que nunca estuvo 

operativo en su totalidad. La conclusión a las que llegan los técnicos es que la 

Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible puede 

gestionar directamente la marca Doñana 21 para evitar así esa mala gestión que 

ha perdurado en el tiempo. 

Por último, en cuanto a la Red de Villas Turísticas de Andalucía, se 

constata que no realiza un servicio público, hasta el punto de que cuatro de las 

nueve villas han permanecido cerradas desde hace varios lustros, lo que ha 

generado costes y ningún tipo de ingresos. 
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3. RECOMENDACIONES MÁS RELEVANTES. 

Con carácter general, los informes definitivos ponen de manifiesto la falta de 

procedimientos internos y las carencias en planificación estratégica en la 

mayoría de las entidades, y a partir de estos se han elaborado 4 bloques de 

conclusiones individuales de las 54 fundaciones, sociedades mercantiles, 

agencias públicas empresariales y agencias de régimen especial auditadas. 

 

3.1. Entidades donde existen duplicidades. 

• En la Agencia de Instituciones Culturales existen ciertas 

duplicidades con la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico. 

• En la Agencia IDEA se han detectado duplicidades con 

Extenda, S.A, Agencia Andaluza del Conocimiento y la propia Consejería 

de adscripción. 

• Para Extenda se considera relevante la coordinación con la 

Fundación Andalucía Emprende. 

• Duplicidades de la Fundación Andalucía Emprende 

además de con Extenda, con IDEA.  

• Soprea tiene duplicidades con IDEA. (Se ha iniciado la 

operación de integración en IDEA). 

• La Agencia Andaluza del Conocimiento tiene importantes 

duplicidades con agentes de la Sociedad del Conocimiento, la propia 

Consejería de adscripción, Extenda, S.A., IDEA y Andalucía Emprende. 

• El Centro de nuevas tecnologías del agua (CENTA) 

entran en conflicto directo con otras entidades públicas andaluzas e 

implica un alto grado de posibles duplicidades en cuanto recursos 

materiales, humanos y financieros empleados. 
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• La Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía 

(AOPJA) comparte funciones en materia de infraestructuras de 

carreteras, transporte o actividad con la propia Consejería de adscripción. 

• La Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía 

(AVRA) se aprecia duplicidad de funciones en materia de mejora de la 

eficiencia energética de las edificaciones con la Agencia Andaluza de la 

Energía y la Consejería de adscripción. 

• Red Logística de Andalucía, S.A. con la Agencia de 

Puertos de Andalucía deben realizar una evaluación del alcance de sus 

funciones para garantizar que no existen duplicidades, zonas grises o 

actividades sin cubrir. 

• En la Escuela Andaluza de Salud Pública, S.A. se han 

detectado duplicidades con la Fundación Progreso y Salud o el Instituto 

Andaluz de Administración Pública. 

• En las Fundaciones para la investigación biosanitaria, 

FIBAO, FIMABIS y FISEVI y la Fundación Progreso y Salud, se han 

detectado duplicidades entre funciones o competencias del resto de 

fundaciones biosanitarias, aunque se considera beneficiosa porque 

permite la concurrencia a convocatorias de forma independiente. 

• Fundación San Juan de Dios de Lucena tiene duplicidad 

de funciones con la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 

Conciliación y se propondría su extinción. 

• Solapamientos y duplicidades entre la sociedad mercantil 

Canal Sur Radio y Televisión, la agencia pública empresarial RTVA y 

la Fundación Pública Andaluza. 

• Existencia de posiciones duales entre la Agencia de gestión 

agraria y pesquera (AGAPA) y su Consejería de adscripción. 

• La Fundación Doñana 21 tiene duplicidades y 

solapamientos con su Consejería de adscripción. 
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• Las funciones de AMAYA que NO pertenecen a INFOCA, 

tienen duplicidades con los trabajos que se desarrollan en la Consejería 

de adscripción. 

• En INTURJOVEN se han puesto de manifiesto duplicidades 

con el Instituto Andaluz de la Juventud adscrito este a otra Consejería 

diferente a la de adscripción. 

• En la Fundación Pública Andaluza Instituto de Estudios 

sobre la Hacienda Pública de Andalucía se han detectado 

solapamientos y duplicidades con la Intervención General, la S.G. de 

Hacienda o la D.G. de Política Financiera y Tesorería. 

• Duplicidades de las Escuelas de Formación del Servicio 

Andaluz de Empleo y la D.G. de Formación para el empleo. 

 

3.2. Entidades que podrían mantenerse con cambios leves. 

• En la Fundación Pública Andaluza Barenboim-Said 

habría que hacer una redistribución de las cargas de trabajo. 

• AEROPOLIS requiere solventar su problema de liquidez y 

financiación para nuevos proyectos. 

• La Agencia Púbica de Puertos de Andalucía está 

desarrollando los procesos suficientes para la consecución de los 

objetivos fijados, pero se debería valorar la asunción de funciones 

derivado del desarrollo de las áreas logísticas. 

• Fundación integración salud mental (FAISEM), tiene una 

forma jurídica apropiada y no se producen solapamiento de funciones, 

aunque tiene un alto grado de temporalidad que puede afectar a la calidad 

del servicio. 

• Empresa Pública para gestión del Turismo y Deporte de 

Andalucía, S.A., requiere mejoras en la comunicación interior y exterior. 
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• La Agencia Andaluza de la Energía se configura como un 

ente idóneo para la realización y desarrollo de las políticas públicas en 

materia de energía. 

 

3.3. Entidades que se recomienda extinguir, fusionar o integrar. 

• La Fundación Rodríguez Acosta sería conveniente 

adscribirla al Patronato de la Alhambra. 

• El Parque de Innovación Empresarial de Sanlúcar la 

Mayor, S.A. tiene una importante inactividad pese a contar con terrenos 

que podrían ser explotados, por lo que se recomienda una reflexión sobre 

su extinción o potenciación. 

• Para la Agencia Pública de Educación se propone que sus 

actividades sean asumidas por la Consejería competente, aunque la 

entidad en sus alegaciones pone de manifiesto que la profundidad y 

alcance de los trabajos ha sido insuficiente para extraer esas 

conclusiones. 

• Las agencias públicas sanitarias (Bajo Guadalquivir, 

Costa del Sol, Alto Guadalquivir, Poniente y EPES) se propone su 

integración en el Servicio Andaluz Salud. 

• Integración de la Agencia de Servicios Sociales y 

Dependencia de Andalucía (ASSDA) en la Consejería o constituir como 

agencia administrativa. 

• Fundación San Juan de Dios de Lucena se propone su 

integración en la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 

Conciliación. 

• Canal sur Televisión y Radio, S.A, RTVA, y Fundación 

Audiovisual Pública Andaluza, tienen solapamiento y duplicidades. 



Informe Junta de Andalucía 

 

 
 
 
 

26 

 

• Para Sandetel se propone la integración de los activos y 

personal en la Agencia Digital de Andalucía (ADA). 

• La recomendación para Fundación Andalucía Olímpica es 

que se trasladen sus actividades a la Consejería de Educación y Deporte. 

• INTURJOVEN debería evaluar su carga de trabajo real y no 

invertir recursos en actuaciones que no se enmarcan en el fomento del 

turismo joven e integrarse en Instituto Andaluz de la Juventud. 

• Red de Villas Turísticas no está realizando un servicio 

público ni está generando un impacto socioeconómico relevante y la Junta 

de Andalucía no dispone de capacidad financiera para realizar las 

inversiones necesarias. 

• Los trabajos que se realizan por la Fundación Pública 

Andaluza Instituto de Estudios sobre la Hacienda Pública de Andalucía 

se podrían asumir por funcionarios en la Consejería de Hacienda y 

Financiación Europea. 

• La D.G. de Patrimonio podría desarrollar las funciones de la 

Empresa Pública de Gestión del Suelo (EPGASA) o proceder a la venta 

de los edificios de los que EPGASA es titular. 

• Duplicidades de las Escuelas de Formación del Servicio 

Andaluz de Empleo y la D.G. de Formación para el empleo, proponiendo 

cesión de las mismas en su totalidad a la Consejería. 

 

3.4. Entidades que habría que reconfigurar. 

• Centro de Estudios Andaluces: Adaptar su estructura al 

nuevo objetivo estratégico de investigación marcado. 

• El Instituto de Patrimonio Histórico se podría convertir en 

sociedad mercantil. 
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• La Fundación Pública Legado Andalusí está 

sobredimensionada y mal distribuida su carga de trabajo. 

• En la Real Escuela de Arte Ecuestre se deben realizar 

actuaciones en materia laboral y analizar los costes fijos buscando 

alternativas que los reduzcan, como podría ser la externalización de 

servicios y su licitación pública. Además, se debe potenciar su promoción 

como atractivo turístico de la comunidad autónoma, adaptando sus 

horarios y actividades a la demanda turística. 

• La auditora considera que VEIASA no responde a una 

demanda del sector público y que, como ocurre en otras comunidades 

autónomas, podría quedar satisfecha en el sector privado, bien dando 

entrada en la configuración a capital privado, o bien gestionarlo a través 

de concesiones o autorizaciones administrativas. 

• Para el Parque Científico y Tecnológico Cartuja, S.A. la 

auditora propone una revisión de su organización, priorizando las 

actividades que contribuyen a generar ingresos. 

• El Parque Tecnológico Ciencias de la Salud tiene un 

importante problema de deuda contraída con la promotora de uno de sus 

edificios. 

• La Agencia Andaluza de Cooperación Internacional para 

el desarrollo no se considera adecuada la forma jurídica de Agencia 

Pública Empresarial y se recomienda la constitución como Agencia 

Administrativa. 

• La auditora propone la extinción de la Fundación Doñana 

21 y la integración de sus funciones en la Consejería de adscripción. 

• En AGAPA existen dos colectivos laborales diferenciados, 

funcionarios y laborales con convenio propio. Se propone por parte de la 

auditora la integración de todo el personal de la Agencia. 
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• En AMAYA se distinguen 2 partes, actuaciones INFOCA y 

NO INFOCA. Para las actuaciones INFOCA se propone por la auditora la 

constitución de una nueva entidad separada con régimen jurídico especial 

o administrativa. 

• CETURSA tiene una reducida capacidad de generación de 

caja por los excesivos costes de personal que suponen un 60% de los 

costes operativos, frente a otras estaciones de esquí de gestión privada 

que rondan el 30%. 

• El Servicio Andaluz de Empleo (SAE) pasaría por un 

proceso de integración de los diferentes colectivos laborales y una 

evaluación en profundidad del impacto de sus políticas. 
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4. PRIMERAS MEDIDAS PUESTAS EN MARCHA. 

Si hubiera que concentrar en una idea el objetivo de gestión del Gobierno de la 

Junta de Andalucía, ésta sería “prestar el mejor servicio público posible con 

el menor coste posible”. 

Para la consecución de ese objetivo, desde el inicio de la Legislatura se 

han ido adoptando decisiones encaminadas a optimizar los recursos públicos, 

esto es, a prescindir de todo aquello innecesario o superfluo, que no tenga una 

utilidad pública clara, y a simplificar los procedimientos administrativos. 

Esto ha permitido alcanzar un hito: la Junta de Andalucía cuenta hoy con 

más profesionales que nunca en la sanidad pública, la educación pública y los 

servicios sociales. Fuera de estas áreas, el número de empleados públicos se 

ha reducido, pero el refuerzo sin parangón de las plantillas dedicadas a las 

políticas sociales (en unos momentos trascendentales por la incidencia de la 

pandemia del COVID-19) hace que la Administración autonómica alcance 

actualmente el mayor número de empleados públicos de su historia. 

A modo de contexto, es importante tener presente que dentro del Sector 

Público Instrumental hay entes como la agencia administrativa Servicio Andaluz 

de Salud (SAS) que cuentan con personal funcionario o estatutario, mientras 

que otros entes del Sector Público Instrumental cuentan con personal laboral 

propio. 

El personal laboral contratado por las 92 entidades que conforman el 

Sector Público Instrumental ascendía a cierre de 2018 a un total de 28.443 

trabajadores, entre ellos algunos contratados por agencias públicas 

empresariales, empresas públicas y fundaciones que prestan servicios sanitarios 

y sociales.  

Las primeras medidas adoptadas por el nuevo Gobierno de Andalucía 

redujeron el personal laboral total de los entes instrumentales a 28.382 

trabajadores, a cierre del ejercicio 2019. Y ello a pesar de que en las plantillas 

de las agencias públicas sanitarias se reforzaron un 1,55%. 
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Ante las condiciones extraordinarias vividas en el año 2020, con la 

eclosión de la pandemia COVID-19, el Gobierno decidió redoblar el refuerzo en 

hospitales y centros sanitarios dependientes de las agencias públicas 

sanitarias Costa del Sol, Poniente, Alto Guadalquivir y Bajo Guadalquivir y la 

Empresa Pública de Emergencias Sanitarias (EPES), que al cierre de 2020 

contaban con 1.027 efectivos más que al cierre de 2018, un 12,8% más. 

Además, el personal laboral dedicado a servicios sociales y 

educación, como el de agencias públicas empresariales como la Agencia de 

Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (ASSDA), la Agencia Pública 

Andaluza de Educación (APAE) y el de fundaciones con fines de atención social 

pasó de 2.873 en 2018 a 2.944 a cierre de 2020, un incremento del 2,47%.  

Este refuerzo extraordinario del personal laboral sanitario y del personal 

laboral dedicado a los servicios sociales y la educación es el que hace que, en 

términos generales, el personal de las entidades instrumentales haya aumentado 

un 1,89% con la gestión del actual Gobierno.  

Pero si se extrae del cómputo el personal esencial, la realidad es que 

el personal laboral de los entes instrumentales ha disminuido en un 3,19%. 
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Partiendo de la idea de que no hay mayor recorte que el derroche, el 

Gobierno implementa de manera continua y desde el primer día medidas de 

optimización de los recursos públicos. 

La reducción en el número de Consejerías, altos cargos y personal 

eventual se ha visto acompañada de medidas de racionalización organizativa y 

reducción de los procedimientos administrativos, todo ello con el propósito de 

lograr la máxima eficiencia posible en la gestión. 

Algunas medidas sen han ido adoptando sin necesidad de esperar a 

conocer el resultado de las auditorías, pues su pertinencia era evidente. Algunas 

de menor calado, como la supresión de los seguros privados de vida y salud de 

parte del personal del Sector Público Instrumental, a los que desde 2019 se les 

aplica las coberturas de seguros de accidentes con las que cuenta el personal 

funcionario, traduciéndose en un ahorro que ronda los 500.000 euros anuales. 

Otras, en cambio, de una complejidad mayor y más profundos efectos, 

como la reorganización de algunos de los entes instrumentales que han sido 

auditados. 

Estas medidas tomadas con anticipación son, por ejemplo, la constitución 

de la nueva Agencia Empresarial para la Transformación y el Desarrollo 

Económico (TRADE), que reúne en un único ente las preexistentes Agencia de 

Innovación y Desarrollo de Andalucía (IDEA), la Empresa Pública Andaluza de 

Promoción Exterior, S.A. (Extenda), la Agencia Andaluza del Conocimiento y la 

Fundación Andalucía Emprende, como “ventanilla única” para el 

empresariado andaluz. 

A la fecha ya se encuentra en tramitación el decreto que crea esta Agencia 

TRADE, una agencia pública empresarial de las previstas en el artículo 68.1.b) 

de la Ley 9/2007, de 22 de octubre que agrupará en una única entidad, la 

realización de actividades de fomento y promoción que favorezcan el desarrollo 

económico y empresarial de Andalucía, la mejora de la innovación, de la 

competitividad y de la promoción, inversión exterior e internacionalización en la 

estructura productiva, así como el fomento de la transferencia del conocimiento 
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y de los resultados de la I+D+I entre los agentes del Sistema Andaluz del 

Conocimiento y las empresas y su participación en proyectos internacionales y 

el fomento de la cultura emprendedora, promoción del talento y asesoramiento 

empresarial, que hasta la fecha estaban dispersas y duplicadas en el objeto de 

varias entidades.   

Para ello, esta agencia asumirá las funciones que tienen asignadas en la 

actualidad la Agencia IDEA y la Agencia Andaluza del Conocimiento, con las 

excepciones de las competencias en materia de evaluación y acreditación de las 

actividades universitarias y de evaluación y acreditación de las actividades de 

investigación, la funciones de Extenda y la extinción, liquidación, cesión e 

integración global de todo el activo y pasivo de Andalucía Emprende, Fundación 

Pública Andaluza. 

Asimismo, está en marcha el anteproyecto de Ley de creación del 

Instituto Andaluz de Salud como Agencia Administrativa y Organismo 

Público de Investigación (OPI), que integra la Escuela de Salud Pública, la 

Fundación Progreso y Salud y la Secretaría General de Investigación, Desarrollo 

e Innovación en Salud de la Consejería de Salud y Familias 

Con ello, se pretende la reordenación del Sector Público Instrumental de 

la Consejería de Salud y Familias, partiendo de una razonable coincidencia de 

los objetivos y fines de las entidades instrumentales y las funciones atribuidas a 

la Secretaría General, desde una doble perspectiva, la reordenación en materia 

de formación, gestión del conocimiento y de investigación de salud; y la 

simplificación del régimen jurídico al que se encuentran sometidos, adaptándolo 

a la normativa vigente y estableciendo aquellas especialidades que puedan estar 

justificadas por la especificidad de sus funciones. 

También en el ámbito sanitario se está trabajando en el decreto que 

integra en el SAS las agencias públicas empresariales sanitarias Costa del 

Sol, Bajo Guadalquivir, Hospital Alto Guadalquivir y Hospital de Poniente 

de Almería, al igual que la actividad de la Empresa Pública de Emergencias 

Sanitarias (EPES). 
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El objetivo de la medida de reorganización es profundizar en la 

configuración más racional como un sistema único, que permite hacer efectivo 

el derecho a la protección de la salud previsto en la Constitución Española, sobre 

la base de unos concretos valores y principios, ya establecidos en el artículo 2 

de la Ley 2/1998, de 15 de junio, como son, la universalidad de la asistencia, la 

equidad en los niveles de salud de la población, la igualdad efectiva en las 

condiciones de acceso al sistema sanitario público, la consecución de la igualdad 

social y el equilibrio territorial en la prestación de los servicios sanitarios, la 

integración funcional de todos los recursos sanitarios públicos, la planificación, 

eficacia y eficiencia de la organización sanitaria y de la utilización de los recursos 

sanitarios, la descentralización, autonomía y responsabilidad en la gestión de los 

servicios, la participación y la mejora continua de la calidad de los servicios, 

situando al paciente, como protagonista, en el centro del Sistema. 

El Decreto 193/2021, de 6 de julio, por el que se dispone la asunción por 

parte del Servicio Andaluz de Salud fue  publicado en BOJA el 7 de julio de 2021 

y su finalidad es poner en marcha el proceso de extinción de las Agencias 

Públicas Empresariales Sanitarias, las cuales habrán de presentar un plan de 

liquidación y extinción en los términos establecidos en el artículo 60 de la Ley 

9/2007, de 22 de octubre, de forma que mediante un ulterior decreto pueda 

determinarse la disolución de las mismas y designarse el órgano o entidad a 

quien ha de corresponder la liquidación así como las medidas aplicables al 

personal de las agencias públicas que se extinguen por asunción de la totalidad 

de sus fines y objetivos por el Servicio Andaluz de Salud al que se adscriben. 

Y, en otras áreas del Gobierno, se ha acordado la fusión de las 

fundaciones públicas Barenboim-Said, Tres Culturas del Mediterráneo y 

Legado Andalusí. 

Estas decisiones son el resultado de la experiencia de este tiempo 

gestionando estos entes, así como de lo que venía señalando la Cámara de 

Cuentas al respecto, conclusiones que ahora han sido respaldadas por las 

conclusiones de las auditorías.  
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Algunas de las medidas que se han ido adoptando resultan incluso más 

ambiciosas en cuanto a sus efectos en la reordenación del sector público que 

las propias indicaciones de los auditores, que carecen de carácter vinculante. 
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5. APLICACIÓN FINAL: PLAN DE MEJORA Y SIMPLIFICACIÓN DEL 

SECTOR PÚBLICO INSTRUMENTAL. 

Una vez conocidos los resultados de las auditorías, se ha de proceder a la 

elaboración del Plan de Mejora y Simplificación del Sector Público Instrumental, 

un compromiso plasmado normativamente en la Ley del Presupuesto para 2019. 

Esta ley mandata la contratación de una firma externa con objeto de llevar a cabo 

las labores de consultoría estratégica y de recursos humanos y asesoramiento 

legal necesarias para el diseño y definición de las estrategias a realizar en el 

sector público instrumental. 

El objeto del contrato consiste en desarrollar dichas labores, 

implementar actuaciones en las distintas entidades instrumentales que así lo 

precisen, así como a la ejecución del plan diseñado. 

El importe de licitación del contrato fue de un máximo de 3 millones de 

euros y su plazo de ejecución será de 24 meses. Para determinar el presupuesto 

de licitación, se tomó como referencia el presupuesto y el número de efectivos 

de cada entidad a analizar, asignando un precio en función de los mismos, 

teniendo en cuenta que a mayor presupuesto y número de efectivos comportaría 

una mayor dedicación y por tanto el presupuesto de licitación sería más alto. La 

adjudicación se realizó por 1.796.850,00€ (IVA incluido). 

El ámbito subjetivo del contrato incluye las entidades instrumentales de 

la Junta de Andalucía, en concreto, agencias de régimen especial, agencias 

públicas empresariales, sociedades mercantiles y fundaciones. 

El contrato se desarrollará teniendo en cuenta lo resultados de las 

auditorías operativas y tiene previsto ejecutarse en cuatro fases:  

Fase I. Diseño y definición de las estrategias a realizar y 

elaboración de un Plan de actuaciones. 

Fase II. Ejecución del Plan de actuaciones por entidad. 

Fase III. Informe final de ejecución del Plan de actuaciones. 

Fase IV. Liquidación del contrato 
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Con el resultado de la Fase I se elaborará un Plan de Mejora y 

Simplificación del Sector Público Instrumental que se presentará al Consejo 

de Gobierno para su aprobación. 

Las dos primeras fases se desarrollarían durante el ejercicio 2021, 

quedando para el ejercicio 2022 las dos últimas fases del contrato: informe final 

de ejecución del Plan de actuaciones y liquidación del contrato. 

Con carácter obligatorio, la adjudicataria una evaluación de las cargas 

de trabajo en cada una de las entidades, a la vista de los resultados de las 

auditorías operativas, consistente en el análisis de los puestos de trabajo 

conforme a las responsabilidades y funciones de los mismos, y según los 

procesos, actividades y tareas desarrolladas, y cuyos resultados servirán para la 

elaboración del Plan de actuaciones. 

La Secretaría General de Administración Pública designará a la 

persona responsable del contrato por la Administración, a la que le 

corresponderá supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las 

instrucciones necesarias con el fin de asegurar la correcta realización de la 

prestación pactada. 

Para la ejecución del contrato se constituirá una oficina técnica encargada 

de la implantación, gestión del cambio y monitorización, así como del 

seguimiento de la ejecución del contrato. 

La propuesta de adjudicación del contrato es para la UTE Accenture SL-

Cremades Calvo&Sotelo Abogados SLP, por importe de 1.796.850,00€ (IVA 

incluido). 

La propuesta de adjudicación ha sido objeto de recurso especial, por las 

entidades KPMG Asesores y KPMG abogados, conllevando la suspensión 

automática del procedimiento, al menos, hasta que se pronuncie el Tribunal 

Administrativos de Recursos Contractuales de Andalucía. 

Es por ello que no se contemplan fechas concretar en el cronograma de 

ejecución del contrato, por lo que los plazos inicialmente previstos para la 

elaboración e implementación del Plan podrían verse alterados. 
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Hasta que no se disponga de este Plan de Mejora y Simplifcación del 

Sector Público Instrumental no se podrá conocer el alcance concreto de 

las medidas como, por ejemplo, a cuántas quedarán reducidas finalmente las 

entidades instrumentales, cuál será su número de trabajadores y a cuánto 

ascenderá el ahorro anual de la reorganización. 


